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Señor

MBA. José Luis Bermúdez Obando, Director 

Gestión Humana 

S.      D.

Estimado señor:

En el oficio n° 3495-UCS-AS-2016 de la Unidad de Componentes Salariales con fecha 30 de setiembre de 2016, solicitó criterio legal de esta Dirección acerca de la gestión presentada por el señor Eli Francisco Hernández Valverde: “Con fecha doce de mayo  del dos dieciséis, el señor  Eli Francisco Hernández Valverde solicita se le reconozca el tiempo servido en la Comisión Permanente de Cooperativas de Autogestión”.
Al respecto y en lo conducente, se deben hacer las siguientes consideraciones: 
I- De la gestión: 
“Mediante nota recibida en esta Dirección el 12 de mayo de 2016, referencia N° 7530-2016, el señor Eli Francisco Hernández Valverde  cédula de identidad  02-0342-0376  solicita se le reconozca como tiempo servido  el período laborado en la Comisión Permanente de Cooperativas de Autogestión.

Con la finalidad de no dar una interpretación errónea a lo indicado en el artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual establece:

“Para el cómputo del tiempo servido, no es necesario que los servidores del Poder Judicial hayan servido en él consecutivamente ni en puestos de igual categoría. Se tomarán en cuenta también los años de trabajo remunerado que se hubiesen servido en otras dependencias o instituciones públicas estatales...”

Aunado a lo resuelto por  la Corte Plena en sesión  N° 26-10 del 20 de septiembre, artículo XIII, acuerda:

“Acoger la propuesta del Magistrado Aguirre, por ende interpretar el referido artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en el sentido de que sólo se podrá reconocer para efectos jubilatorios el tiempo servido en el Estado (ente mayor), entendiendo como parte del Poder Ejecutivo, al Poder Legislativo y al Poder Judicial; así como a los órganos constitucionales tales como el Tribunal Supremo de Elecciones, la Defensoría de los Habitantes  y la Contraloría General de la República; quedando  excluidas las dependencias o instituciones públicas de carácter no estatal. Así votaron los Magistrados Rivas, Escoto, Aguirre, Villanueva, Vega, Camacho, Ramírez, Arroyo, Chinchilla y el Suplente Estrada Navas.

Los Magistrados Mora, Solís, Armijo, Jinesta, Castillo y los Suplentes Meza Lazarus y Hernández Gutiérrez emitieron su voto conforme a la propuesta planteada por los Magistrados Jinesta y Castillo, en el sentido de reconocer el tiempo servido en la forma indicada y, además, el prestado para la administración descentralizada corporativa (municipalidades), los colegios profesionales, la descentralizada corporativa industrial y comercial y en las otras entidades a las que la ley les da el carácter de no estatales; siempre que las relaciones de empleo sean de naturaleza pública.”

Asimismo en sesión de Consejo Superior N° 66-12 del 27 de junio del 2013 artículo XXXIII, en donde se conoce el resultado del informe que rindió la Auditoria Judicial para el proceso de reconocimiento de tiempo, teniendo en sus recomendaciones de aplicación inmediata, lo siguiente:

“Asimismo, realizar un  análisis jurídico cada vez que se presenta una nueva institución para reconocimiento, con el fin de que se incorpore en el listado oficial y se documente el sustento jurídico sobre la procedencia del reconocimiento para los efectos que corresponda.”

II- Normativa Aplicable al Caso en Estudio:
A-Reconocimiento de tiempo servido para efectos de jubilación
· Artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial: “Para el cómputo del tiempo servido, no es necesario que los servidores del Poder Judicial hayan servido en él consecutivamente ni en puestos de igual categoría. Se tomarán en cuenta también los años de trabajo remunerado que se hubiesen servido en otras dependencias e instituciones públicas estatales, debiendo haber servido al Poder Judicial los últimos cinco años…” (Énfasis agregado)
· Artículo 1 del Reglamento para el Reconocimiento de Tiempo Servido en el Poder Judicial y en el Estado y sus Instituciones para efectos del pago de anualidades y jubilación en el Poder Judicial: “Ámbito de aplicación.- De conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial, este reglamento regula el reconocimiento del tiempo servido para efectos de jubilación y anualidades tanto en el Poder Judicial como en el resto del Estado y sus instituciones, que gestionen las personas servidoras judiciales.
· Artículo 20 ídem: “Vigencia.- Este reglamento rige a partir de su publicación en el Boletín Judicial y se aplicará a todas aquellas solicitudes presentadas a partir de esa fecha”. 
B. Comisión Permanente de Cooperativas de Autogestión.
· Artículo 2 Ley de Asociaciones Cooperativas y Creación del Instituto Nacional de Fomento Cooperativo. “Las cooperativas son asociaciones voluntarias de personas y no de capitales, con plena personalidad jurídica, de duración indefinida y de responsabilidad limitada, en las que los individuos se organizan democráticamente a fin de satisfacer sus necesidades y promover su mejoramiento económico y social, como un medio de superar su condición humana y su formación individual, y en las cuales el motivo del trabajo y de la producción, de la distribución y del consumo, es el servicio y no el lucro”.
· Artículo 23 ídem. “Las cooperativas de servicios tienen por finalidad la prestación de los mismos, para satisfacer necesidades específicas de sus asociados. Podrán llenar necesidades de asistencia y previsión social, tales como: asistencia médica o farmacéutica, de hospitalización, de restaurante, de educación, de recreación, de auxilio o pensiones para la vejez, de mutualidad, de seguros, de protección contra el desempleo o accidente, de gastos de sepelio, o necesidades dentro del campo de la agricultura, la ganadería y la industria, tales como servicios eléctricos y telefónicos, transporte, inseminación artificial, mecanización agrícola, irrigación y suministro de combustible. Asimismo podrán satisfacer cualquier otra necesidad compatible con la doctrina y finalidad del sistema cooperativo”.
· Artículo 99 ídem. “Las cooperativas de autogestión son aquellas empresas organizadas para la producción de bienes y servicios, en las cuales los trabajadores que las integran dirigen todas las actividades de las mismas y aportan directamente su fuerza de trabajo, con el fin primordial de realizar actividades productivas y recibir, en proporción a su aporte de trabajo, beneficios de tipo económico y social.

 Las unidades de producción destinadas al funcionamiento de éstas, estarán bajo el régimen de propiedad social con carácter indivisible”.

· Artículo 131.- Los casos no (*)previstos en la presente ley, en la escritura social o en los estatutos de la respectiva asociación, se resolverán de acuerdo con los principios que se deriven de esta ley; en su defecto por los principios generales del Derecho Cooperativo, y finalmente por las regulaciones del Código de Trabajo, del Código de Comercio y del Código Civil que por su naturaleza o similitud, puedan ser aplicables a estas asociaciones, siempre que no contravengan los principios, la doctrina y la filosofía cooperativas.
III. Jurisprudencia Relevante:

La Sala Segunda, analizando la naturaleza jurídica de las cooperativas de autogestión, ha indicado que estas son sujetos de derecho privado, en las cuales no nacen relaciones de carácter laboral con las personas que brindan su trabajo en ellas, sino meramente, relaciones de carácter asociativo. Al respecto en la sentencia No. 2012-000709, de las 10:25 horas del 22 de agosto de 2012 de esta Sala, se dijo: 

<<<<<Es claro que la obligación del demandante, de aportar su fuerza laboral -su deber de trabajar- para la ejecución de los servicios que la cooperativa contrata y le presta a terceros, no tuvo su origen en un contrato de trabajo, sino en otro de carácter asociativo. Sobre el particular, los juristas argentinos Francisco Junyent Vélez y Roberto Fermín Bertossi, afirman que las cooperativas de trabajo “tienen como característica principal y propia razón de ser, la inexistencia en su seno de la posibilidad empleador-trabajador, lo que equivale a decir: ninguna clase de relación laboral entre asociado y cooperativa, puesto que estos han asumido libremente, voluntariamente, el llamado riesgo empresario, decisión que merece el mayor respeto. En una cooperativa de trabajo, corresponde a los asociados aportar el trabajo personal, sin el cual no podrán revestir tal calidad, resultando así que son asociados porque trabajan y trabajan porque son asociados, calidades inescindibles” (La cooperativa, Buenos Aires, EDIAR Sociedad Anónima Editora Comercial, Industrial y Financiera, 1987, p. 293). Manuel Alonso Olea y María Emilia Casas Baamonde indican que: “El socio-trabajador no está ligado a la cooperativa por un contrato de trabajo, sino por uno de tipo societario, aunque las circunstancias mencionadas le aproximan al trabajador por cuenta ajena; de ahí la impregnación jurídico-laboral de su régimen” (Derecho del Trabajo, Universidad de Madrid-Facultad de Derecho, decimotercera edición, 1993, p. 149). Por consiguiente, en este caso, no existe el específico vínculo laboral entre las partes y no pueden individualizarse, ni extraerse, las figuras del trabajador y del patrono. (Destacado no pertenece al original).
IV.  Antecedentes administrativos de interés:
En relación  al reconocimiento de tiempo servido en el Estado, la Corte Plena en sesión Nº 26-10 del 20 de septiembre, artículo XIII, consideró que se debe entender únicamente para estos efectos aquellas instituciones que pertenecen al Gobierno Central y órganos constitucionales.   En ese sentido, la Corte Plena acordó lo siguiente:

"Acoger la propuesta del Magistrado Aguirre, por ende interpretar el referido artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en el sentido de que sólo se podrá reconocer para efectos jubilatorios el tiempo servido en el Estado (ente mayor), entendiendo como parte del Poder Ejecutivo, al Poder Legislativo y al Poder Judicial; así como a los órganos constitucionales tales como el Tribunal Supremo de Elecciones, la Defensoría de los Habitantes 　y la Contraloría General de la República; quedando 　excluidas las dependencias o instituciones públicas de carácter no estatal. Así votaron los Magistrados Rivas, Escoto, Aguirre, Villanueva, Vega, Camacho, Ramírez, Arroyo, Chinchilla y el Suplente Estrada Navas.

Los Magistrados Mora, Solís, Armijo, Jinesta, Castillo y los Suplentes Meza Lazarus y Hernández Gutiérrez emitieron su voto conforme a la propuesta planteada por los Magistrados Jinesta y Castillo, en el sentido de reconocer el tiempo servido en la forma indicada y, además, el prestado para la administración descentralizada corporativa (municipalidades), los colegios profesionales, la descentralizada corporativa industrial y comercial y en las otras entidades a las que la ley les da el carácter de no estatales; siempre que las relaciones de empleo sean de naturaleza pública."  (Lo destacado no pertenece al original).

VI- Criterio  Legal:
Analizado el cuadro fáctico, normativo y jurisprudencial,  así como en observancia de la política establecida por la Corte Plena en esta materia -antes citada-,  la Dirección Jurídica  concluye que la gestión del señor Eli Francisco Hernández Valverde para que se reconozca el tiempo que laboró en la Comisión Permanente de Cooperativas de Autogestión, no resulta  procedente por las siguientes razones: 
· Para que se reconozca el tiempo servido se debe cumplir con lo dispuesto en el artículo 231 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que restrictivamente indica que debe ser en dependencias e instituciones públicas estatales, así como lo dispuesto por Corte Plena en la sesión Nº 26-10 del 20 de setiembre, artículo XIII, que interpreta que al referirse a instituciones públicas, se debe entender que son aquellas instituciones que pertenecen al Gobierno Central y los órganos constitucionales.
· En razón de que el servidor judicial prestó sus servicios en una cooperativa de autogestión, la cual no se encuentra dentro de los presupuestos de hecho señalados anteriormente, para el reconocimiento de tiempo en el Poder Judicial, toda vez que la Ley de Asociaciones Cooperativas y Creación del Instituto Nacional de Fomento Cooperativo,  la jurisprudencia  de la Sala Segunda  define la naturaleza jurídica de estas como entes privados,  en los cuales debido a sus características no surge una relación laboral (patrono-empleado), sino una relación de carácter asociativo, por lo que no resulta procedente la gestión de reconocimiento de tiempo servido aquí analizada.

VI- Conclusión y recomendación:
Por todo lo expuesto, la Dirección Jurídica concluye que no resulta viable el reconocimiento de tiempo servido solicitado por el señor Eli Francisco Hernández Valverde, para que se reconozca el tiempo servido en la Comisión Permanente de Cooperativas de Autogestión, por ende se recomienda rechazar la gestión.

Conforme lo expuesto, se deja rendido el informe solicitado.
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Licda. Laura Bonilla Morales
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